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Poniente Almeriense, realiza un servicio esencial para la comu-
nidad, cual es el mantenimiento de la salubridad, y por ello la 
Administración se ve compelida a garantizar dicho servicio esen-
cial mediante la fijación de servicios mínimos, por cuanto que 
la falta de salubridad colisiona frontalmente con el derecho a la 
salud proclamado en el artículo 43 de la Constitución Española. 

Convocadas las partes afectadas por el presente conflicto 
a fin de hallar solución al mismo y, en su caso, consensuar 
los servicios mínimos necesarios, y no habiendo sido esto 
último posible, de acuerdo con lo que disponen los precep-
tos legales aplicables, artículos 28.2, y 43 de la Constitución; 
artículo 10.2 del Real Decreto-Ley 17/1977, de 4 de marzo; 
artículo 63.5 del Estatuto de Autonomía de Andalucía, Real 
Decreto 4043/1982, de 29 de diciembre; Decreto del Presi-
dente 14/2010, de 22 de marzo, sobre reestructuración de 
Consejerías; Decreto 136/2010, de 13 de abril, por el que se 
aprueba la estructura orgánica de la Consejería de Empleo 
y del Servicio Andaluz de Empleo, y la doctrina del Tribunal 
Constitucional relacionada,

D I S P O N E M O S

Artículo 1. Establecer los servicios mínimos, que figuran 
en el Anexo de esta Orden, para regular la situación de huelga 
que afecta a los trabajadores de la empresa UTE Poniente Alme-
riense, que realiza los servicios de transferencia y reciclado de 
residuos sólidos correspondientes al Consorcio de Residuos Só-
lidos del Poniente Almeriense, la cual se iniciará el 16 de diciem-
bre de 2010, a las 00:00 horas, con duración indefinida.

Artículo 2: Los paros y alteraciones en el trabajo por parte 
del personal necesario para el mantenimiento de los servicios 
esenciales mínimos determinados serán considerados ilegales 
a los efectos del artículo 16.1 del Real Decreto-Ley 17/1977, de 
4 de marzo.

Artículo 3: Los artículos anteriores no supondrán limitación 
alguna de los derechos que la normativa reguladora de la huelga 
reconoce al personal en dicha situación, ni tampoco respecto de 
la tramitación y efectos de las peticiones que la motiven.

Artículo 4: La presente Orden entrará en vigor el mismo día 
de su publicación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

Sevilla, 13 de diciembre de 2010

MANUEL RECIO MENÉNDEZ
Consejero de Empleo

Ilmo. Sr. Director General de Trabajo.
Ilmo. Sr. Delegado Provincial de la Consejería de Empleo de 
Almería.

A N E X O

SERVICIOS MÍNIMOS

Se fijará un día de servicios mínimos por tres días de tra-
bajo, que se concretan:

- Planta de Transferencia de Vícar: un trabajador, turno día.
- Planta de Transferencia de Matagorda: un trabajador, 

turno día.
- Planta de Transferencia de Níjar: un trabajador, turno día.
- Seis conductores que trasladarán los residuos sólidos de 

las plantas de transferencia a la de tratamiento.
- Planta de Transferencia de Sorbas, Tabernas y Abla, 

como Plantas de Depósito no se le asignará ningún trabajador 
como es habitual.

- Planta de Tratamiento de Gádor: el Jefe de Planta y el 
Técnico de Seguridad. Además, el 20% de la Plantilla de Man-
tenimiento y el 20% del resto del personal. 

ACSEP Y ARUTLUCIRGA ED AÍREJESNOC 

RESOLUCIÓN de 13 de diciembre de 2010, de la 
Secretaría General Técnica, por la que se dispone el 
cumplimiento, en sus propios términos, de la sentencia 
de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal 
Superior de Justicia de Andalucía, sede de Granada, 
dictada en el recurso número 342/03, Sección 1.ª

Con fecha 22 de febrero de 2010, la Sección Primera de 
la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supe-
rior de Justicia de Andalucía, sede de Granada, en el recurso 
núm. 342/03, interpuesto por el Abogado del Estado contra la 
Orden de la Consejería de Agricultura y Pesca de la Junta de 
Andalucía de fecha 3 de septiembre de 2002, por la que se 
regulan y convocan ayudas para la asistencia técnica de las 
almazaras, con el fin de contribuir a la mejora del medio am-
biente y al aumento de la calidad de la producción del aceite 
de oliva, en el marco del Programa de Mejora de la Calidad de 
la Producción de Aceite de Oliva para la campaña 2002/2003, 
ha dictado Sentencia cuya parte dispositiva es del siguiente 
tenor literal:

« F A L L O

Estima el recurso contencioso-administrativo interpuesto 
por el Sr. Abogado del Estado contra la Orden de 3 de sep-
tiembre de 2002 de la Consejería de Agricultura y Pesca de 
la Junta de Andalucía, por la que se regulan y convocan ayu-
das para la asistencia técnica de las almazaras, en el marco 
del Programa de Mejora de la calidad de la producción del 
Aceite de Oliva para la Campaña 2002/2003; para decretar la 
nulidad de la letra b) del art. 3 de la Orden indicada y, en su 
consecuencia, la de lo recogido en la letra b) del art. 5 de su 
Texto, en orden a los conceptos que se entienden subvencio-
nables y la cuantía de las ayudas, apartados I, II, III, IV y V del 
texto; sin costas.»

En su consecuencia de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 118 de la Constitución Española, 17.2 de la Ley 6/85, 
de 1 de julio, Orgánica del Poder Judicial, y 104 y siguientes 
de la Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa,

HE RESUELTO

Cumplir en sus propios términos la citada sentencia, de 
acuerdo con lo ordenado por la Sala.

Sevilla, 13 de diciembre de 2010.- La Secretaria General 
Técnica, Isabel Liviano Peña. 
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Dirección General de Fondos Agrarios, por la que se 
adoptan los porcentajes de reducción y exclusiones de 
los pagos en el Marco de la Política Agrícola Común por 
incumplimientos de requisitos y normas en materia de 
condicionalidad.

El Reglamento (CE) núm. 73/2009 del Consejo, de 19 de 
enero de 2009, por el que se establecen disposiciones comu-
nes aplicables a los regímenes de ayuda directa en el marco de 
la política agrícola común, introduce la obligación de los agricul-
tores y ganaderos que reciben pagos directos, de cumplir con 
los requisitos legales de gestión citados en su Anexo II, y con 
las buenas condiciones agrarias y medio ambientales enuncia-
das en su Anexo III, obligando a los Estados miembros a definir 


